Acción de tutela segunda instancia 
Radicación: 66001 31 87 002 2018 00149 01
 Accionante: Andrés Felipe Gordon Ledesma Vs. UTP 
Asunto: Confirma decisión

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / CAUSALES ESPECÍFICAS DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD/ CASO: INADMISIÓN ASPIRANTE A INGRESAR A CARRERA DE MEDICINA / AUTONOMÍA UNIVERSITARIA.
Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:
i)
Existencia de otro medio de defensa judicial. 

ii)
Existencia del Habeas Corpus. 

iii)
Protección de derechos colectivos. 

iv)
Casos de daño consumado. 

v)
Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto. 

vi)
 A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez; la tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria.

La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

En relación con la naturaleza del derecho a la educación, en la Sentencia T-465 de 2010, la Corte Constitucional, indicó lo siguiente:

“… esta Corporación ha elaborado una amplia jurisprudencia en la que se han identificado como características principales del derecho fundamental a la educación las siguientes:  (i) es objeto de protección especial del Estado; (ii) es presupuesto básico de la efectividad de otros derechos fundamentales, tales como la escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa y de realización personal y el libre desarrollo de la personalidad, entre otros;(iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social Democrático de Derecho; (iv) está comprendido por la potestad de sus titulares de reclamar el acceso y la permanencia en el sistema educativo o a uno que permita una “adecuada formación”; (v) se trata de un derecho deber y genera obligaciones reciprocas entre todos los actores del proceso educativo”. (…)
En cuanto al alcance de los reglamentos de las universidades respecto de la efectividad de los derechos fundamentales, la Corte Constitucional ha señalado que esas disposiciones pueden ser analizadas desde tres enfoques, según la Sentencia T-603 de 2013 en la que se indicó lo siguiente:

 

“(i)…

 

(ii) Desde la óptica del ejercicio del derecho a la autonomía universitaria; esto es, en relación con el conjunto de potestades y atribuciones de las instituciones educativas y las restricciones a las que se encuentra sometido, a través de las cuales puede definir tanto los aspectos que atañen a sus propósitos filosóficos, ideológicos y académicos, como su estructura y su organización interna. Igualmente, se le reconoce la libertad de desarrollar los contenidos del reglamento, su aplicación e interpretación sin injerencias externas.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecinueve (19) de febrero de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.0158
Hora: 1:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la apoderada judicial del señor ANDRÉS FELIPE GORDON LEDESMA frente al fallo emitido el 2 de enero de 2019 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Universidad Tecnológica de Pereira.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. El señor Andrés Felipe Gordón Ledesma, de 42 años de edad,  a través de apoderada judicial, adscrita a la Defensoría del Pueblo, interpone acción de tutela contra la Universidad Tecnológica de Pereira UTP a la que acusa de vulnerar sus derechos fundamentales al debido proceso y educación por no haber sido incluido en la lista de admitidos para el año lectivo 2019, pese a cumplir con el porcentaje de obtener 343 sobre 400 pupntos, equivalente al 85,2% que actualmente representa 426 puntos, por haber realizado la prueba en el año de 1998, por lo cual solicitó que de inmediato se ordene a la accionada le garantice el acceso a esa Universidad en atención al puntaje aludido y  como consecuencia de ello, se de apertura al proceso de selección por haber reunido los requisitos al programa de medicina 2019, tal como consta en el examen de estado que adjunta con la presente demanda (Fls.1 a 9).

3.  RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA – UTP
Indicó que se opone a las pretensiones del accionante de conformidad con las siguientes razones:

Hizo mención a cada uno de los hechos y pretensiones de la presente acción de tutela, para señalar que de acuerdo con el principio de autonomía universitaria, que se encuentra en armonía con la estructura de los estatutos de la Universidad, se han establecido normas para el proceso de inscripción y admisión con pruebas de Estado ICFES, por disposición del reglamento, estudiantil vigente Acuerdo 028 de 2003.

Informó que la admisión a la universidad se realiza de mayor a menor puntaje en las pruebas ICFES Saber 11, y que los cupos establecidos reglamentariamente para cada programa, cada vez que se realice el proceso de admisión a la Universidad se distribuirán proporcionalmente el número de inscritos con pruebas de Estado antes y después del año 2000 y que después de garantizar los cupos de los aspirantes con algún tipo de circunscripción especial (indígena, deportista, víctima o desplazado y por municipios), se aplicaron en estricto orden los factores de admisión con lo cual el accionante no puede acceder al cupo, debido a que ya ha sido asignado en estricto orden a otros estudiantes que han presentado las pruebas después del año 2000, además que de acceder a la solicitud del accionante estaría vulnerando derechos de acceso al programa de quien cumplió con los dos factores de admisión.  

Allegó copia del Acuerdo 028 de 2003 en un CD, del listado completo del proceso de admisión del programa de medicina de acuerdo con los factores relacionados por la Universidad y los lineamientos de asignación de cupos para estudiantes en escenarios clínicos (Fls. 20 a 74).  

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 2 de enero de 2019, el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad resolvió no tutelar los derechos fundamentales invocados por el accionante, toda vez que consideró que la UTP para negar la admisión del actor al programa de medicina, se había sujetado a lo dispuesto en el artículo 13 del Acuerdo 028 de 2003 (Fls. 76-77).
Al accionante se le notificó el contenido del fallo de la tutela mediante correo electrónico del 3 de enero de 2019 (Fl. 78 frente y vuelto) 
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 8 de enero de 2019, la apoderada del accionante radicó un escrito en el juzgado de conocimiento en el que expresó su desacuerdo con el mismo, argumentando que la UTP no adelantó un proceso en condiciones de igualdad para todos los aspirantes, ya que se pretende que quien se postule con pruebas anteriores al año 2000 nunca tendrá la oportunidad de quedar seleccionado para los programas ofrecidos por la UTP.  Por lo tanto, la UTP debe cumplir con un debido proceso administrativo en igualdad de condiciones y con el principio de favorabilidad a quien se inscribe y reúnan los requisitos exigidos, aun cuando se trate de que las pruebas del ICFES hubieran sido presentadas antes del año 2000, lo que vulnera los derechos fundamentales a la educación del actor. 

Solicitó que se revoque el fallo de primer nivel y se le concedan los derechos fundamentales a su representado (Fls. 79-81)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. En relación con la naturaleza del derecho a la educación, en la Sentencia T-465 de 2010, la Corte Constitucional, indicó lo siguiente:

“La Constitución contempla en sus artículos 67, 68 y 69 lo relacionado con el servicio público educativo, los establecimientos de comunidad educativa, la profesionalización de la actividad docente, la libertad de enseñanza y aprendizaje, la autonomía universitaria, la investigación científica y el acceso a la educación superior. 

En desarrollo de lo contemplado en los artículos anteriores esta Corporación ha elaborado una amplia jurisprudencia en la que se han identificado como características principales del derecho fundamental a la educación[13] las siguientes:  (i) es objeto de protección especial del Estado; (ii) es presupuesto básico de la efectividad de otros derechos fundamentales, tales como la escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa y de realización personal y el libre desarrollo de la personalidad, entre otros;(iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social Democrático de Derecho; (iv) está comprendido por la potestad de sus titulares de reclamar el acceso y la permanencia en el sistema educativo o a uno que permita una “adecuada formación”; (v) se trata de un derecho deber y genera obligaciones reciprocas entre todos los actores del proceso educativo.[14]
 Conforme a las características descritas, la Sala encuentra pertinente hacer énfasis en que la educación es un derecho deber que genera obligaciones tanto para las directivas de los planteles educativos como para los estudiantes sin importar el nivel o grado académico en el que se encuentren. Por ejemplo, la institución educativa tiene el deber de ofrecer una enseñanza de calidad, dentro de la finalidad de la institución y sobre todo bajo los presupuestos de la libertad de enseñanza, investigación, aprendizaje y de cátedra, entre otros.  

De otra parte, para el estudiante presupone cumplir con los deberes y obligaciones que en la mayoría de los casos o a nivel básico se encuentran contemplados en el reglamento estudiantil. Así, su inobservancia permite al estudiante o a las autoridades de determinada institución efectuar las reclamaciones o sanciones que correspondan, siempre que se observe y respete el debido proceso, para corregir situaciones que estén por fuera de la Constitución, de la ley o del ordenamiento interno del ente educativo. (…)”
 
6.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.7.1. En el caso sub examine, el señor Andrés Felipe Gordón Ledesma acudió al juez constitucional con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales a la educación, a la igualdad, al debido proceso y al libre desarrollo de la personalidad, cuya vulneración atribuye a la Universidad Tecnológica de Pereira UTP, con fundamento en que no fue admitido para cursar el programa de medicina, pese a tener un puntaje de 343 sobre 400,  que según su criterio es equivalente al 85.2% que representan en la actualidad 426 puntos por haber realizado la prueba en el año 1999, es decir, que el actor superó el porcentaje exigido para ello.

6.7.2. Por su parte, la Universidad accionada indicó haber dado cumplimiento a lo dispuesto en las normas para el proceso de inscripción y admisión con pruebas de Estado ICFES, se sujetó a lo dispuesto en el vigente Acuerdo 028 de 2003 el que  en su artículo 13 señaló lo correspondiente a la distribución de los cupos según el número de inscritos con pruebas estado antes y después de enero de 2000 y por lo tanto, aplicó en en estricto orden los factores 1 y 2 de admisión dispuestos en dicha legislación, concluyendo que el accionante no puede acceder a su cupo en el programa de medicina porque ha sido asignado en estricto orden a otros estudiantes con pruebas del Estado posteriores al año 2000 y que cumplieron con esos presupuestos.

6.7.3. En cuanto al alcance de los reglamentos de las universidades respecto de la efectividad de los derechos fundamentales, la Corte Constitucional ha señalado que esas disposiciones pueden ser analizadas desde tres enfoques, según la Sentencia T-603 de 2013 en la que se indicó lo siguiente:
 
“(i) Desde el punto de vista del derecho a la educación, como un derecho-deber; se refiere a la posibilidad que tiene el estudiante de conocer las alternativas que le permitirán definir su futuro. Asimismo, indica cuáles son sus derechos, garantías y las exigencias que la universidad puede plantear, así como también establece sus obligaciones, deberes y responsabilidades.
 
(ii) Desde la óptica del ejercicio del derecho a la autonomía universitaria; esto es, en relación con el conjunto de potestades y atribuciones de las instituciones educativas y las restricciones a las que se encuentra sometido, a través de las cuales puede definir tanto los aspectos que atañen a sus propósitos filosóficos, ideológicos y académicos, como su estructura y su organización interna. Igualmente, se le reconoce la libertad de desarrollar los contenidos del reglamento, su aplicación e interpretación sin injerencias externas.
 
(iii) Desde la perspectiva de su ubicación dentro del ordenamiento jurídico; es decir, el reglamento académico una vez expedido forma parte del ordenamiento jurídico, desarrolla los contenidos de las normas superiores e integra el contrato de matrícula celebrado entre la universidad y el estudiante.
 
No obstante, esta corporación ha aclarado que dicha potestad no puede ser entendida como una garantía absoluta, sin límites que la regulen, ya que “las disposiciones y actuaciones de las universidades deben ajustarse a la Constitución Política y a las leyes. Por consiguiente si bien este Tribunal ha reconocido como expresión de esa autonomía universitaria la facultad de definir los reglamentos estudiantiles, lo cierto es que éstos tienen como límite, entre otros, la garantía de los derechos fundamentales”[22].
 
Así las cosas, se tiene que los entes formativos establecen un régimen interno (denominado normalmente reglamento), de carácter obligatorio para quienes conforman la comunidad universitaria (directivos, docentes y estudiantes), el cual prevé las disposiciones que, dentro del respectivo establecimiento, serán aplicables a las diferentes circunstancias que emanen por causa o con ocasión de su actividad, tanto en el campo administrativo como disciplinario[23].
 
El derecho a que las universidades adopten sus estatutos, como ya se dijo, no es absoluto sino que se encuentra restringido, ya que “el derecho constitucional fundamental de la educación puede -y debe- ser regulado pero no desnaturalizado. Los planteles educativos pueden exigir requerimientos al educando pero no pueden condicionar el derecho a la educación al cumplimiento de ciertas obligaciones”[24].
 
Se tiene entonces que los reglamentos garantizan el derecho a la educación, fijando requisitos y adoptando medidas que no limiten de manera injustificada, desproporcionada y arbitraria su ejercicio. “En realidad, la violación se produce cuando los referidos requisitos, analizados a la luz de una situación particular y concreta, antes de buscar viabilizar u optimizar el derecho, apunta a impedir u obstruir su legítimo ejercicio haciéndolo del todo nugatorio”[25].
 
En este último caso se está, por un lado, de cara al derecho a la educación, y por el otro, a la garantía del principio de la autonomía de los centros educativos, materializado en las obligaciones establecidas en el reglamento académico y las consecuencias que se derivan de su incumplimiento. En el evento en que dichas normas entren en conflicto, “el juez debe proceder a realizar un juicio de ponderación a favor del derecho a la educación si la consecuencia del conflicto es su desconocimiento y negación. El propósito de la ponderación no es excluir o eliminar [la garantía] a la autonomía sino establecer una prelación a favor del derecho a la educación en aras de impedir que sea suspendido o negado indefinidamente”[26].
 
Además, no solo los funcionarios estatales deben ponderar entre ambos derechos sino también las autoridades universitarias, ya que “no deben ser insensibles, dando aplicación ciega a las normas o escudándose en la autonomía universitaria y de espalda al drama humano que [puede atravesar] uno de sus estudiantes”[27].

6.7.4.  Igualmente, la Corte Constitucional ha sostenido que el derecho a la educación superior es objeto de protección constitucional en razón a que el grado de educación formal incide decisivamente en la calidad de vida de los individuos, lo que permite superar situaciones de marginación y acceder a mejores oportunidades profesionales. Así, en la Sentencia T-321 de 2007 expresó que “el derecho a la educación goza de naturaleza fundamental, como quiera que su núcleo esencial comporta un factor de desarrollo personal y social, de manera que su ejercicio se dirige a la realización de la dignidad humana, en tanto permite la concreción de un plan de vida y el desarrollo pleno del individuo en sociedad”.  Por lo tanto, el derecho a la educación tiene una naturaleza fundamental, toda vez que su núcleo esencial se encuentra encaminado a la realización de la dignidad humana, por lo que el que  el Estado solo tiene la obligación de garantizarlo en cuanto se refiere a un rango de edad y nivel educativo establecido, en tal sentido el artículo 67 de nuestra Constitución Política, establece que “el Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderé como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica”. 

6.7.5. Entonces, la Corte Constitucional ha considerado que este derecho es fundamental y goza de un carácter progresivo. En efecto, su fundamentalidad está dada  por su estrecha relación con la dignidad humana, en su connotación de autonomía individual, ya que su práctica conlleva a la elección de un proyecto de vida y la materialización de otros principios y valores propios del ser humano; y su progresividad la determina: “i) la obligación del Estado de adoptar  medidas, en un plazo razonable, para lograr una mayor realización del derecho, de manera que la simple actitud pasiva de éste se opone al principio en mención (aquí encontramos la obligación del Estado de procurar el acceso progresivo de las personas a las Universidades, mediante la adopción de ciertas estrategias, dentro de las cuales encontramos facilitar mecanismos financieros que hagan posible el acceso de las personas a la educación superior, así como la garantía  de que progresivamente el nivel de cupos disponibles para el acceso al servicio se vayan ampliando); (ii) la obligación de no imponer barreras injustificadas sobre determinados grupos vulnerables y (iii) la prohibición de adoptar medidas regresivas para la eficacia del derecho concernido.”
 
6.7.6.  De conformidad con la jurisprudencia transcrita, esta Sala considera que si bien es cierto el señor Gordon Ledesma se inscribió para aspirar a la programa de medicina de la UTP con pruebas del Estado ICFES anteriores al año 2000 y fue incluido en el proceso de selección, también lo es que al momento de dar aplicación de lo normado en el artículo 13 del reglamento estudiantil (Acuerdo 028 de 2003), en el sentido de verificar el estricto orden los factores 1 y 2, por el cual se determina el porcentaje de inscritos por cada listado sobre el total de circunscripción, consideró que no debió ser admitido, pues halló que al ceñirse a dicho orden ya se había asignado a otros estudiantes que presentaron pruebas de Estado después del año 2000.  Es decir, que la UTP no basó la inadmisión del accionante por la fecha en que presentó las pruebas, dado que se encuentra incluido en el listado de los mil aspirantes que se inscribieron para el primer semestre de 2019 e hizo parte del proceso de selección, del cual no resultó favorecido, sino que el trámite de admisión se sometió  a control académico de acuerdo a los estatutos universitarios.
6.7.7. Ahora bien, dentro de la foliatura no quedó acreditado que el señor Andrés Felipe Gordón Ledesma hubiera radicado alguna solicitud ante la UTP tendiente a que fuera admitido en el programa de medicina con fundamento en el resultado de las pruebas ICFES que en su momento presentó, sino que prefirió acudir directamente a la demanda de tutela con el fin de que por esta vía se garantizaran sus prerrogativas constitucionales en los términos como lo requirió en el escrito introductorio de la acción de tutela.  Por lo tanto, no se puede inferirse una omisión o actuación por parte de la UTP que ponga en peligro los derechos fundamentales implorados.

6.7.8. Ahora bien, la UTP no admitió al accionante al programa de medicina con base en el reglamento estudiantil vigente dispuesto en el Acuerdo 028 de 2003 y en los “lineamientos de referencia para la asignación de cupos de estudiantes en escenarios clínicos”, los que son considerados actos administrativos de carácter general, impersonal y abstracto, contra los cuales nuestro sistema jurídico tiene previstos mecanismos de defensa, como los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad (reguladas en los artículos 137 y 138-2 del CPACA “Ley 1437 de 2011”) mediante los cuales la accionante puede demandar y solicitar la medida cautelar de suspensión provisional (Artículos 229 y 230 ibídem); es decir, cuenta con los medios de control contencioso administrativos, que aún no ha agotado, pues de las pruebas obrantes dentro de la foliatura no puede advertirse tal actuación.  Por lo tanto, se insiste que la acción de tutela es una herramienta se caracteriza por ser residual y excepcional, que sólo procede en caso de no exista otro medio de defensa judicial o que habiéndolo, este no resulta idóneo para salvaguardar las garantías constitucionales reclamadas por el accionante con el fin de evitar un perjuicio irremediable, tal como se ha referido la Corte Constitucional en su jurisprudencia de la siguiente manera: 

“Conforme al artículo 86 de la carta, la acción de tutela es un medio de protección de carácter residual y subsidiario, que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo de defensa de los derechos invocados, o cuando existiéndolo no sea apto, o se requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales que resultaren eficaces y expeditas para alcanzar la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas, antes de pretender el amparo por vía de tutela. En otras palabras, la subsidiaridad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto[11], pues el amparo no puede desplazar los mecanismos específicos de defensa previstos en la correspondiente regulación común[12].”  (Sentencia T-785/11)

6.7.9.  Por lo tanto, resulta claro que la acción de tutela como instrumento residual y subsidiario no es el escenario pertinente para dirimir la controversia planteada por el accionante, toda vez que establece la autonomía  universitaria, tal como quedó planteado anteriormente. Por lo tanto, la situación se adecúa a lo dispuesto por el numeral 5º del canon 6º, Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es improcedente “(…) Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. Al respecto,  la Corte Constitucional desde sus primeros pronunciamientos:
“Cuando el desconocimiento, la vulneración o el recorte de los derechos fundamentales se origina en actos jurídicos de carácter general producidos por instancias subordinadas a la Constitución (y todos los poderes constituídos lo son), su efecto general pernicioso puede ser contrarrestado mediante mecanismos especialmente dispuestos para ello, V.gr.: la acción de inconstitucionalidad contra las leyes, o las acciones de nulidad (y de restablecimiento del derecho) contra los actos administrativos. Mediante tales instrumentos se provoca la actuación de un organismo público competente para que, también por vía de disposición general, restablezca el imperio de la juridicidad.  Pero no es ése el caso de la tutela. El mismo artículo 6o. del Decreto 2591 establece en su numeral 5o. que es improcedente la acción «cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto». Es que lo que se busca con el mencionado mecanismo es suspender los efectos violatorios o amenazantes de alguno de los derechos fundamentales de una persona determinada, derivados de un acto concreto cuya aplicación deberá suspender el juez, aún mediante medidas provisionales (esto es antes de la sentencia) cuando lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, según las voces del artículo 7o. del Decreto en mención.” (Sentencia T – 321 de 1993).

6.7.10.  Así las cosas, esta Sala no encuentra conducta alguna atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela. Al respecto, dicha Corporación en la Sentencia T-130 de 2014 indicó lo siguiente:

“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]. 

Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.[17]  En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del[Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”[22]. (Subrayas nuestras) 

6.7.11 Aunado a lo anterior, como el accionante no demostró estar frente a un perjuicio irremediable ante la negativa la UTP al no haberlo admitido al programa de medicina,  pese a haber superado el examen del ICFES en el año 1998 y que en la actualidad el actor considera representa 426 puntos, la Sala concluye que tampoco habría necesidad de amparar sus garantías constitucionales de manera transitoria.  Con respecto al daño inminente, a Corte Constitucional señaló que el tutelante debe probar que se encuentra en alguna de las siguientes circunstancias en aras de tomar medidas necesarias para conjurarlas, así:
“[e]n primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder.  Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”. (Subrayas nuestras) 

En ese orden de ideas, que el amparo invocado por el señor Gordon Ledesma es improcedente.  Por lo tanto, la Sala confirmará el fallo estudiado. 
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 2 de enero de 2019 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por la apoderada del señor Andrés Felipe Gordon Ledesma en contra de la UTP.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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